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II. NOTAS DE JURISPRUDENCIA
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA

TOMÁS FONT I LLOVET

ALFREDO GALÁN GALÁN

ORIOL MIR PUIGPELAT

JOAQUÍN TORNOS MAS

I. CONTROL DE LA POTESTAD REGLAMENTARIA: ANULACIÓN DE PRECEPTO REGLA-
MENTARIO POR FALTA DE MOTIVACIÓN SUFICIENTE

La STS de 2 de diciembre de 2005, de forma sucinta pero decidida, ra-
tifica la importancia de la motivación y del procedimiento en el control ju-
dicial de los Reglamentos y, en general, de las potestades administrativas
discrecionales, alineándose con la mejor doctrina y jurisprudencia nacio-
nal y extranjera.

En ella, el TS confirma la sentencia del Tribunal Superior de Justicia
de Galicia de 30 de septiembre de 2003, que anuló —a instancia del Club
Subacuático Bahía de Vigo— el artículo 9 del Decreto gallego 211/1999, de
17 de junio, de la Conselleria de Pesca, por el que se regula la pesca maríti-
ma de recreo. Dicho precepto, apartándose de la normativa precedente,
contenía una prohibición total de pesca del pulpo, no limitada a determi-
nados períodos del año ni a los ejemplares de un cierto tamaño.

Siguiendo la misma argumentación que el TSJ, el TS considera que
una medida semejante, tan drástica y novedosa, debería venir apoyada por
informes técnicos que justificaran su razonabilidad. Los informes de tipo
genérico emitidos durante la tramitación del Decreto no sirven a dicho
efecto, al no hacer referencia a la citada prohibición. Esta falta de motiva-
ción (directa o, al menos, indirecta —a través de informes de los que se in-
fiera la razonabilidad de la norma—) constituye, a juicio del TS, una «ca-
rencia procedimental que impide apreciar el acierto y legalidad del texto
prohibitivo» y justifica la declaración de nulidad contenida en la sentencia
de instancia (FJ 2.º).

El TS destaca así la importante función que corresponde a los informes
en el procedimiento de elaboración de Reglamentos, no dudando en entrar
a examinar los que se hayan emitido y en valorar su suficiencia o insufi-
ciencia, sin contentarse con la mera existencia de los mismos.

Sentencias de este tipo, que se tomen en serio la motivación y el proce-
dimiento en el ejercicio de potestades discrecionales, contribuyen sin duda
a mejorar la racionalidad de la actuación administrativa y a dotar de senti-
do a unos trámites procedimentales percibidos a menudo por la tradición
burocrática española como meras formalidades carentes de relevancia sus-
tantiva (OM).



II. RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA ADMINISTRACIÓN

POR LA ORGANIZACIÓN DE FESTEJOS TAURINOS: AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD

POR CONCURRENCIA DE CULPA DE LA VÍCTIMA

Hace ya tiempo, como es sabido, que la Sala 3.ª del TS admite que la
culpa de la víctima puede servir para excluir o, al menos (tras superar su
anterior jurisprudencia del «todo o nada»), modular la responsabilidad pa-
trimonial de la Administración en sus diversos ámbitos de actividad. Re-
sulta menos frecuente, sin embargo, que dicha culpa de la víctima excluya
totalmente —y no sólo en parte— la responsabilidad administrativa en ca-
sos en que se constate el funcionamiento anormal de la Administración.
A esta última conclusión es a la que llega, acertadamente, en mi opinión,
la STS de 1 de febrero de 2006, en un caso de accidente acaecido durante
un encierro taurino organizado por el Ayuntamiento de Sigüenza en el mes
de agosto de 1996.

El recurrente, que fue embestido por un novillo mientras corría en el
referido encierro, sufriendo graves lesiones en su pierna izquierda, basa su
pretensión resarcitoria en el funcionamiento anormal de la Administración
municipal, derivado de dos supuestas infracciones del Real Decreto
145/1996, de 2 de febrero, por el que se modifica y da nueva redacción al
Reglamento de Espectáculos Taurinos: la insuficiente cualificación de la
persona contratada por el Ayuntamiento como director de lidia y el incum-
plimiento del número mínimo requerido de colaboradores. Según el ar-
tículo 91 de dicho Reglamento, el organizador del encierro, entre otros re-
quisitos, debe contratar como director de lidia a un diestro profesional
inscrito en las Secciones I o II del Registro General de Profesionales Tauri-
nos (matador de toros o de novillos con picadores), o en la condición de
banderillero de la categoría primera de la Sección V, y proporcionarle al
menos diez colaboradores voluntarios capacitados y debidamente identifi-
cados, que eviten la huida de las reses fuera de los sitios acotados, auxilien
a los participantes y controlen el trato adecuado de los animales (aparta-
dos 1.f y 4, respectivamente). El director de lidia del encierro de autos figu-
raba, a la sazón, en la Sección III (matador de novillos sin picadores) del
mencionado Registro y, según el recurrente, no se encontraba asistido por
colaborador alguno.

El TS, confirmando lo resuelto por el Tribunal Superior de Justicia de
Castilla-La Mancha, desestima el recurso al considerar no probada la falta
de los colaboradores y entender que el accidente no fue imputable a la in-
suficiente cualificación del director de lidia, sino a la culpa exclusiva de la
víctima, que participó en el encierro sin haber dormido la noche anterior y
tras haber ingerido una cantidad excesiva de alcohol, que le había provo-
cado diversas caídas. Según el TS, aunque el director de lidia hubiera teni-
do la cualificación requerida, tampoco habría podido evitar el accidente.

Ello me parece plenamente acertado. Como he sostenido con deteni-
miento en mi libro La responsabilidad patrimonial de la Administración sa-
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nitaria (Civitas, 2000), apoyándome en la teoría penalista de la imputación
objetiva, para que nazca la responsabilidad administrativa no basta con
que la Administración actúe de forma irregular, generando un riesgo no
permitido de ocasionar un daño, sino que resulta necesario, además, que
sea dicho riesgo, y no otro, el que se realice o materialice en el resultado
lesivo. En casos como el presente, la Administración genera un riesgo no
permitido con su actuación irregular, pero no es ese riesgo, sino el creado
por la víctima con su propia conducta negligente, el que se realiza en el re-
sultado lesivo. Por ello, no procede la modulación de la responsabilidad
administrativa, sino la exclusión total de la misma. Diferente habría sido
que, p. ej., el daño se hubiera producido al no ser capaz el director de lidia,
por su insuficiente cualificación, de torear debidamente al novillo, en el
caso de que éste hubiera acorralado al recurrente. Aquí sí se realizaría el
riesgo creado por la Administración en el resultado lesivo, sirviendo la cul-
pa de la víctima únicamente para reducir la indemnización que aquélla de-
bería satisfacer.

Nos encontramos, pues, ante un buen ejemplo de cómo deben analizar-
se y ponderarse, separadamente, las diversas condiciones de un resultado
lesivo. Sin un gran rigor dogmático, pero con seguridad, esta STS, a dife-
rencia de muchas otras, sabe eludir la tentación de declarar de forma auto-
mática la responsabilidad de la Administración por la mera existencia de
su funcionamiento anormal.

Dos sombras empañan, sin embargo, esta breve Sentencia. La primera
es el hecho de que no se tenga en cuenta que el recurrente obtuvo ya una
indemnización de la compañía aseguradora de la Administración, tras el
debido acuerdo transaccional, renunciando al ejercicio de acciones contra
la misma. Aunque con ello no se habría alterado el fondo de la decisión, al
negar el Tribunal la responsabilidad de la Administración, habría sido con-
veniente que se hubiera pronunciado sobre la viabilidad jurídica de que la
víctima reclame dicha responsabilidad tras haber obtenido satisfacción a
su pretensión al dirigirse directamente contra la aseguradora de aquélla.
Tampoco me parece correcto que el Tribunal atribuya al recurrente la car-
ga de la prueba de que el Ayuntamiento no contaba con los colaboradores
requeridos por el Reglamento de Espectáculos Taurinos, ya que se trata de
la prueba de un hecho negativo, de una prueba diabólica, cuya práctica re-
sulta muy difícil para la víctima y, en cambio, muy sencilla para la Admi-
nistración (OM).

III. ACTUACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN CONTRARIA A LA EJECUCIÓN

DE UNA SENTENCIA. DIFICULTAD PROBATORIA DEL REQUISITO SEGÚN EL CUAL

LA ACTUACIÓN DEBE REALIZARSE CON LA FINALIDAD DE ELUDIR EL CUMPLIMIENTO

DE LA SENTENCIA

La Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5.ª,
del Tribunal Supremo de 21 de junio de 2005 aborda nuevamente el pro-
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blema de la actuación de la Administración contraria a la ejecución de una
sentencia y, en particular, la dificultad probatoria del requisito según el
cual la actuación debe realizarse con la finalidad de eludir el cumplimien-
to de la sentencia.

1. Remedios legales contra la actuación de la Administración contraria
a la ejecución de la sentencia

Una de las principales preocupaciones del legislador de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa (en
adelante, LJCA), ha sido establecer un conjunto de medios que hagan efec-
tiva la ejecución de las sentencias contencioso-administrativas, especial-
mente cuando son condenatorias de la Administración. Solamente de esta
manera —ha entendido el legislador— se garantiza suficientemente el de-
recho a la ejecución del que es titular el ciudadano y, con él, el derecho
constitucional a la tutela judicial efectiva.

Un primer grupo de medios lo son de la ejecución de la sentencia. En
otras palabras, tienen como finalidad lograr de modo inmediato dicha eje-
cución. El que ahora nos interesa, sin embargo, es un segundo grupo com-
puesto por aquellos otros medios que tienen como objeto la lucha contra el
incumplimiento activo de la Administración. La finalidad perseguida por
estos medios no es conseguir de manera directa la ejecución de la senten-
cia dictada, sino más bien eliminar los efectos de conductas administrati-
vas contrarias a esa ejecución.

Estas conductas administrativas contrarias a la ejecución de una sen-
tencia son de dos clases: puede ser una actuación de hecho o, por el con-
trario, puede serlo de derecho, esto es, formalizada jurídicamente como
actos administrativos o disposiciones generales. En consecuencia, y de ma-
nera coherente con ello, el legislador ha previsto dos tipos de remedios
para luchar contra estas conductas administrativas: la medida de reposi-
ción del artículo 108.2 LJCA, en caso de actuación de hecho, y la declara-
ción de nulidad de pleno derecho del artículo 103.4 y 5 LJC, en caso de ac-
tuación de derecho.

En la hipótesis de actuación por la vía de hecho de la Administración
contraria a lo dispuesto en una sentencia, el artículo 108.2 LJCA ordena la
reposición de la situación y la fijación de la indemnización correspondien-
te: «Si la Administración realizare alguna actividad que contravenga los
pronunciamientos del fallo, el Juez o Tribunal, a instancia de los interesa-
dos, procederá a reponer la situación al estado exigido por el fallo y deter-
minará los daños y perjuicios que ocasionare el incumplimiento». En defi-
nitiva, la solución que brinda la ley, en estos supuestos, es ordenar
deshacer lo mal hecho e indemnizar los daños y perjuicios que se hayan
causado.

En este momento, sin embargo, nos interesa detenernos en la otra cla-
se de actuación administrativa: la actividad de derecho de la Administra-
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ción que igualmente sea contraria a lo dispuesto en una sentencia. En este
caso, la solución que ofrece el artículo 103.4 LJCA es su nulidad de pleno
derecho: «Serán nulos de pleno derecho los actos y disposiciones contra-
rios a los pronunciamientos de las sentencias, que se dicten con la finali-
dad de eludir su cumplimiento». El apartado quinto de ese mismo artículo
se encarga de determinar el órgano competente y el procedimiento a se-
guir para esa declaración de nulidad: «El órgano jurisdiccional a quien co-
rresponda la ejecución de la sentencia declarará, a instancia de parte, la
nulidad de los actos y disposiciones a que se refiere el apartado anterior,
por los trámites previstos en los apartados 2 y 3 del artículo 109, salvo que
careciese de competencia para ello conforme a lo dispuesto en esta Ley».

Para que pueda declararse la nulidad de pleno derecho del acto o dis-
posición deben cumplirse, según se desprende del tenor literal del artículo
103.4 LJCA, dos requisitos. El primero, de carácter objetivo, es que esa ac-
tividad administrativa sea «contraria a los pronunciamientos de la senten-
cia». Y uno segundo subjetivo: que la Administración haya realizado esa
actuación «con la finalidad de eludir su cumplimiento», esto es, el cumpli-
miento de la sentencia de cuya ejecución se trata. Sobre este segundo re-
quisito nos detenemos ahora, por ser su examen objeto de la sentencia que
estamos comentando.

2. El supuesto enjuiciado: actos administrativos contrarios a la ejecución
y cambio sobrevenido del planeamiento urbanístico

La Administración General del Estado interpuso varios recursos con-
tencioso-administrativos contra actos de aprobación de la Revisión-Adap-
tación del Plan General de Ordenación Urbana de Tarifa, producidos en
1989 y 1990, y contra otros actos de aprobación, en 1991 y 1993, de deter-
minados Estudios de Detalle. El motivo de la impugnación era que dichos
actos clasificaban como urbano el suelo de determinadas Unidades de Ac-
tuación, comprendidas en el ámbito del Centro de Interés Turístico Nacio-
nal «Cabo de Plata», y proponían, consiguientemente, que la anchura de la
zona de servidumbre de protección del dominio público martítimo-terres-
tre fuera allí de 20 y no de 100 metros.

La sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Sevilla, de fecha 15 de no-
viembre de 1996 resolvió acumulados esos recursos contencioso-adminis-
trativos. La sentencia apreció que el suelo en cuestión no contaba con
unos servicios que tuvieran características adecuadas para servir a las edi-
ficaciones que sobre ellos pretendían construirse (acceso rodado, abasteci-
miento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica).
En consecuencia, decidió estimar los mencionados recursos y declarar que
ese suelo no constituía suelo urbano, sino urbanizable programado.

Durante la fase de ejecución de la sentencia se ponen de manifiesto dos
hechos. Por un lado, que el desarrollo urbanístico ya realizado de aquellas
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Unidades de Actuación ha respetado finalmente una anchura de 100 me-
tros para la zona de servidumbre de protección del dominio público marí-
timo-terrestre. Así lo reconoce incluso la Administración General del Esta-
do, que fue la parte actora en el proceso que originó la sentencia. Y, por
otro lado, que antes de que se dictara esa sentencia fue aprobado un nuevo
instrumento de ordenación urbana que volvía a clasificar como urbanos
los suelos en cuestión. Nuevo instrumento que estaba vigente y no suspen-
dido cuando se dictaron los actos cuya nulidad se pretende.

Después de tramitarse el correspondiente incidente en fase de ejecu-
ción de sentencia, según lo previsto en los artículos 103.5 y 109 LJCA, la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía dictó auto, con fecha de 24 de julio de 2001, en el que declara
no haber lugar a la declaración de nulidad «por no constar que los actos y
disposiciones se hayan dictado por el Ayuntamiento de Tarifa con la finali-
dad de eludir el cumplimiento de la sentencia». Contra este auto se inter-
puso recurso de súplica, resuelto por otro auto, de fecha 15 de abril de
2002, que lo desestima, confirmando la resolución impugnada «por su
conformidad a Derecho».

Contra este auto, finalmente, se interpone recurso de casación, resuelto
en la sentencia que estamos comentando, de fecha 21 de junio de 2005,
dictada por la Sección 5.ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Supremo.

3. La dificultad probatoria del requisito de que la actuación
de la Administración se realice con la finalidad de eludir
el cumplimiento de la sentencia

Como ha quedado dicho, y según se desprende de lo establecido en el
artículo 103.4 LJCA, para que se pueda declarar la nulidad de un acto o
disposición es preciso que haya sido dictado por la Administración con
un ánimo determinado: eludir el cumplimiento de la sentencia. Este re-
quisito subjetivo, según viene reconociendo el Tribunal Supremo y reitera
en este caso, constituye «un singular supuesto de desviación de poder, en
el que el fin perseguido por el acto o disposición no es aquel para el que
se otorgó la potestad de dictarlo, sino el de eludir el cumplimiento de la
sentencia» (FJ 2.º).

Es sabida la dificultad de probar este tipo de requisitos que se traducen
en la exigencia de una determinada voluntad o intención del sujeto. El
contenido en el artículo 103.4 LJCA no constituye una excepción, como se
han hecho eco tanto la doctrina científica como la propia jurisprudencia. 

La peculiaridad del caso que estamos comentando, sin embargo, estri-
ba en que la propia parte recurrente, en el proceso que dio origen a la sen-
tencia que ahora se ejecuta, reconoce que el objetivo por ella perseguido
con su recurso se ha satisfecho. La Administración General del Estado, en
efecto, en fase de ejecución, admite que el objetivo que le llevó a recurrir, a
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saber, preservar la franja costera de 100 metros, se ha conseguido, puesto
que el desarrollo urbanístico de las Unidades de Actuación discutidas ha
respetado esa anchura de la zona de servidumbre de protección del domi-
nio público marítimo-terrestre, desaprovechando la posibilidad que le
ofrecía la calificación de ese suelo como urbano y que consistía en su re-
ducción a solamente 20 metros.

Ante esta situación, los razonamientos del Tribunal Supremo parten
del entendimiento de que se ha respetado el interés legítimo tutelado en el
proceso o, dicho de otro modo, no se ha vulnerado el contenido de la pre-
tensión acogida en la sentencia: «Por lo expuesto, hemos de tener por cier-
to en este recurso de casación que aquel desarrollo urbanístico ha respeta-
do el interés legítimo cuya tutela se pretendió y obtuvo en el proceso;
interés legítimo que no era la defensa del ordenamiento urbanístico, sino
la defensa de la zona de protección del dominio público marítimo-terres-
tre. Hemos de tener por cierto, en suma, que el contenido de la pretensión
deducida en el proceso y acogida en la sentencia no ha sido menoscabado,
en modo alguno, por el repetido desarrollo urbanístico» (FJ 4.º).

En un supuesto de este tipo —afirma el Tribunal Supremo— «será cier-
tamente excepcional la posibilidad de apreciar aquella desviación de poder
requerida en el artículo 103.4, in fine, de la Ley de la Jurisdicción, pues la
sentencia no es sino la respuesta a una concreta pretensión, definida por lo
que se pide y por la causa de pedir, de suerte que la satisfacción de la pre-
tensión acogida debe suponer, en principio, el cumplimiento mismo de la
sentencia. En un caso así, será necesario afirmar que el pronunciamiento
de la sentencia ha de sufrir efectos más allá de lo que es la mera satisfac-
ción de la pretensión deducida y acogida; y será necesario, además, una
prueba evidente de la desviación de poder. Lo primero es posible dado que
la sentencia (…) declara que los terrenos comprendidos en las Unidades de
Actuación (…) no constituyen suelo urbano, sino suelo urbanizable. Pero
lo segundo es lo que, finalmente, no vemos acreditado» (FJ 5.º).

La falta de esa «prueba evidente de la desviación de poder», de la que
habla el Tribunal, le conduce finamente a sostener que no se puede afir-
mar «que esos actos de aprobación y concesión se dictaran, precisamente,
con la finalidad de eludir el cumplimiento de la sentencia», de manera que
procede la desestimación del recurso de casación interpuesto (FJ 6.º) (AG).

IV. NULIDAD DE LOS MÓDULOS RETRIBUTIVOS ESTABLECIDOS

PARA EL PODER JUDICIAL

Para el profesor Alejandro NIETO, el síndrome del desgobierno judicial
se manifiesta por el hecho de contar con una justicia tardía, atascada,
cara, desigual, imprevisible, mal trabada, desganada e ineficaz. A ello, el
citado profesor añade que, a su juicio, «lo primero que esperan los ciuda-
danos de la Administración de Justicia es que ésta resuelva con rapidez
los pleitos. Apurando las cosas, quizás sea la brevedad del proceso más
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importante que la corrección del fallo, o por lo menos esto es lo que pien-
san muchos».

Esta introducción entiendo que viene a cuento en relación a la senten-
cia de 21 de febrero de 2006, por la que el Pleno del Tribunal Supremo de-
clara la nulidad del Reglamento 2/2003, de 3 de diciembre, del Consejo del
Poder Judicial, por el que se desarrolló la Ley 15/2003, de 26 de mayo, re-
guladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal en lo rela-
tivo a las retribuciones variables por objetivos de los miembros de la carre-
ra judicial.

El Reglamento del CGPJ declarado nulo trató de implantar en la Admi-
nistración de Justicia el criterio de productividad mediante un sistema de
módulos. La forma en que se llevó a cabo la traducción del principio de
productividad es precisamente lo que el propio Poder Judicial declara
nulo, sin que quede claro, en virtud del contenido de la sentencia, si será
posible reiterar el intento con unos módulos definidos de forma diferente,
o bien lo que se ha querido decir en la sentencia es que el principio de pro-
ductividad no tiene encaje en la actividad judicial. 

El Reglamento impugnado establecía en sus anexos los objetivos de
rendimiento de jueces y magistrados. En virtud de los mismos se debía de-
finir el régimen retributivo de jueces y magistrados. Se aplicaba así el prin-
cipio introducido por la Ley 15/2003, según el cual la remuneración de los
jueces y magistrados debía guardar relación con el esfuerzo que hubieran
demostrado en el desempeño de su trabajo.

La sentencia entiende que el Reglamento vulnera la finalidad y la letra
de la Ley. En cuanto a la finalidad del texto legal, se afirma que el sistema
retributivo «más que servir de estímulo a la producción tiene como objeti-
vo fundamental garantizar la independencia económica, en cuanto una de
las dimensiones de la independencia judicial, y fin al que inmediatamente
sirve, esto es el otorgamiento de tutela judicial efectiva de los derechos e
intereses de los ciudadanos, que requiere el examen individualizado y por-
menorizado de la concreta pretensión que ante el órgano jurisdiccional se
ejercita». Se recoge en esta afirmación una idea central de la sentencia: la
retribución es garantía de independencia, y no debe establecerse como ins-
trumento de una política en la que primen criterios de eficacia. La tutela
judicial requiere un estudio pormenorizado del caso, y esta actuación del
juez o magistrado sólo debe valorarse por criterios de calidad y de aten-
ción individualizada. Cierto que esto último es necesario, pero ¿no debe
ser la tutela judicial también efectiva, esto es, que la sentencia se dicte y
ejecute dentro de plazos razonables?

Pero no sólo se vulnera el espíritu de la Ley, sino también su letra. En
relación con esta cuestión se afirma que la Ley exige que las retribuciones
variables por objetivos han de estar vinculadas al rendimiento individual
acreditado por cada juez o magistrado, debiendo fijarse los objetivos para
cada destino.

El Tribunal Supremo entiende que al haberse establecido una valora-
ción del rendimiento por grupos o clases que engloban una pluralidad de
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destinos homogéneos, la norma reglamentaria no ha respetado los crite-
rios sustantivos de la Ley habilitante. Se hace de esta forma, a nuestro jui-
cio, una interpretación muy estricta del contenido del Reglamento, sin ad-
mitir que es posible ponderar las circunstancias de cada caso concreto en
el momento de su aplicación, como recuerda uno de los votos particulares
que acompañan a la sentencia.

El Reglamento, en cualquier caso, ha sido declarado nulo. Al margen
de los discutibles razonamientos utilizados para llegar a esta conclusión,
lo que preocupa en este momento, como ya hemos apuntado, es saber si
será posible establecer un nuevo régimen retributivo basado en el esfuerzo
de jueces y magistrados, o para ello será necesario un nuevo texto legal
que a su vez pudiera cuestionarse por vulnerar el derecho fundamental a la
tutela judicial efectiva. Como dice uno de los votos particulares, «difícil-
mente puede reprocharse a un sistema retributivo que refleja el rendimien-
to individual de los jueces y magistrados un ataque al principio de tutela
judicial efectiva sin cuestionar la constitucionalidad de la ley que acoge
este sistema». O, en definitiva, como dice otro de los votos particulares, «la
sentencia condiciona la legalidad del reglamento al cumplimiento de unos
requisitos que no sólo no están previstos en la ley 15/2003 sino que pueden
ser de imposible cumplimiento» (JT).

V. EL RECURSO DE CASACIÓN EN INTERÉS DE LA LEY. NECESIDAD DE ACREDITAR

QUE LA SENTENCIA SEA GRAVEMENTE DAÑOSA PARA EL INTERÉS GENERAL

El Tribunal Supremo viene dictando en los últimos tiempos una serie
de sentencias en las que trata de reducir el alcance del recurso de casación
en interés de la ley. Para ello se exige la concurrencia simultánea de los dos
requisitos que exige el artículo 100 de la Ley jurisdiccional para interponer
este recurso, que la sentencia impugnada sea errónea y gravemente dañosa
para el interés general, añadiendo una interpretación muy estricta de lo
que debe entenderse por este segundo requisito. 

En la sentencia de primero de diciembre de 2005, la sentencia impug-
nada había admitido el recurso contencioso-administrativo no obstante
faltar el preceptivo recurso previo de alzada, al entender que se trataba de
un supuesto de recurso judicial prematuro. 

Al margen de otras consideraciones sobre la realidad de los hechos que
estaban en la base de la sentencia, lo relevante es que el Tribunal Supremo
reconoce que la sentencia del Juzgado es errónea, pero, en cambio, estima
que no es gravemente dañosa para el interés general. Y no porque la doc-
trina que contiene no sea claramente equivocada, sino por el hecho de tra-
tarse de un caso erróneo aislado y en el que nada acredita que ese error
vaya a reiterarse en el futuro, sin que se produzca un efecto multiplicador
de la resolución judicial. A ello se añade que no es preciso declarar doctri-
na legal al respecto, cuando ya existe una reiterada doctrina jurispruden-
cial en relación a la cuestión que se plantea.
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Por tanto, el recurso de casación en interés de la ley se reserva para
sentencias con potencial efecto multiplicador. Es este efecto el que justifica
la utilización de un recurso contra sentencias de carácter excepcional, ya
que sólo en estos casos es necesario dictar una sentencia que, en caso de
ser estimatoria, incorpora doctrina legal (JT).

VI. TÍTULOS ACREDITATIVOS DEL CONOCIMIENTO DEL CATALÁN Y VALENCIANO.
UNIDAD DE LA LENGUA CATALANA Y PRINCIPIO DE IGUALDAD

El Sindicat de Treballadors de l’Ensenyament del Pais Valencià y Acció
Cultural del Pais Valencià impugnaron la Orden de la Conselleria de Cultu-
ra, Educación y Ciencia de la Comunidad Autónoma del País Valenciano
por la que se derogaron diversos preceptos que, al establecer los certifica-
dos oficiales administrativos de conocimientos del valenciano, admitían la
homologación de certificados expedidos por centros de las Comunidades
Autónomas catalana y balear. En concreto, se derogaban los preceptos que
equiparaban los certificados de conocimiento de valenciano de la Junta
Calificadora de Conocimientos de Valenciano (JQCV) y, de otro, los certifi-
cados de la Junta Evaluadora de la Lengua Catalana de la Comunidad Au-
tónoma de las Islas Baleares (JAC) y la Junta Permanente de Catalán de la
Generalitat de Cataluña (JPC).

Los recurrentes, en primera instancia y en casación, alegaban que la
convalidación entre títulos o certificados, referidos a lo que en el campo
científico se considera un mismo saber académico, es una exigencia del
principio constitucional de igualdad que reconocen (en ámbitos distintos)
los artículos 14 y 23.2 de la Constitución. La derogación de la homologa-
ción de certificados había supuesto introducir una discriminación contra-
ria al citado principio de igualdad.

Frente a esta línea argumental, la Generalidad Valenciana alegó que, de
conformidad con el artículo 7 del Estatuto de Autonomía del País Valen-
ciano, la lengua valenciana y la lengua catalana son dos lenguas diferentes.
Por tanto, la no admisión de las convalidaciones llevadas a cabo por cen-
tros de Comunidades Autónomas donde el valenciano no es lengua oficial
no era un trato discriminatorio. La parte recurrente reconoce que el valen-
ciano es «la variedad de la lengua catalana hablada en la Comunidad Va-
lenciana», y esto significa que, no estando referidos a dicha «variedad» los
títulos de esas otras Administraciones cuya convalidación se pretende, no
cabe hablar de una diferencia de trato carente de fundamentación razona-
ble y objetiva, ni puede admitirse la existencia de una situación contraria
al mandato de igualdad del artículo 23.2 CE. 

El Tribunal Supremo estima el recurso casacional y anula, por tanto, la
Orden que derogó las convalidaciones. Para ello, el Tribunal parte de la
afirmación según la cual el problema de si son o no lenguas diferentes el
catalán y el valenciano no está resuelto en el Estatuto de Autonomía de la
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Comunidad Valenciana, apoyándose para sostener esta afirmación en la
STC 75/1997.

A continuación añade que la cuestión que se le plantea es en el fondo
una cuestión científica, y afirma: «por tanto, al no tener una solución nor-
mativa, ha de ser considerado como un problema ajeno al Derecho que tie-
ne su sede natural en el ámbito científico o académico, y esto hace que
para su decisión hayan de seguirse en buena medida los patrones que en-
carnan la llamada doctrina de la discrecionalidad técnica; es decir, ha de
estarse a lo que sobre dicho problema haya prevalecido en la doctrina
científica.

La consecuencia de lo que antecede, en el caso aquí litigioso, es que la
polémica se traslada a esta otra cuestión: determinar cuál de las dos partes
litigantes ha ofrecido, en defensa de la respectiva solución preconizada, los
elementos de convicción más consistentes en ese nivel científico en que
hay que situarse.

La respuesta tiene que ser que la parte demandante ha ofrecido datos
suficientes que revelan que esa unidad lingüística defendida por ella tiene
un importantísimo reconocimiento en el campo científico y académico,
mientras que la Administración demandada no ha ofrecido datos, proce-
dentes de ese mismo campo, que exterioricen la existencia de corrientes
doctrinales de similar magnitud que sostengan opiniones discrepantes
acerca de si el valenciano y el catalán constituyen o no un mismo sistema
lingüístico».

Admitida la mayor fuerza de los argumentos científicos aportados por
la parte demandante en defensa de la unidad de la lengua catalana, sin
perjuicio de que existan variedades dentro de un mismo sistema lingüísti-
co, se concluye que no existen razones que justifiquen la supresión de las
convalidaciones, lo que constituye el objeto del conflicto. Por todo ello, se
estima el recurso casacional y se declara no conforme a Derecho la Orden
impugnada de 22 de diciembre de 1995 (JT).
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1. Temas de interés. La Revista de Administración Pública publica trabajos de investigación
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nistración.

2. Envío de originales. Los trabajos deberán ser originales e inéditos; en caso de ser publica-
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de los mismos. Se enviarán en lengua castellana, escritos en Microsoft Word o en formato
compatible. Se harán llegar, en todo caso, en papel (una copia) y, además, en soporte electró-
nico, bien sea en disquete o CD-ROM, a nombre de la Secretaria de la Revista, a la dirección:
CEPC, Plaza de la Marina Española, 9, 28071 MADRID, o por correo electrónico a la dirección
public@cepc.es. Sólo se tomarán en consideración por el Consejo de Redacción aquellos
trabajos que se hayan enviado, directamente, a la dirección de la Revista antes indicada.

3. Formato. Los originales deberán ir escritos a espacio y medio, en letra Times New Roman
tamaño 12. La extensión total no debiera superar las 40 páginas (10.000 a 12.000 pala-
bras), incluidos notas a pie de página, bibliografía y apéndices en su caso. La primera pági-
na incluirá el título, nombre del autor o autores, filiación académica, direcciones de correo
ordinario y electrónico y teléfonos de contacto. En una segunda página se presentarán dos
resúmenes, en español e inglés, de unas 120 palabras cada uno y con tres a cinco palabras
clave (en los dos idiomas).

4. Normas de edición:

a) Bibliografía. Las referencias bibliográficas, que se limitarán a las obras citadas en el
trabajo, se ordenarán alfabéticamente por el primer apellido, en mayúsculas, del autor,
bajo el título «Bibliografía» y al final del original. Ejemplo:

PÉREZ PÉREZ, Luis (2005): «La convalidación de los actos administrativos», Revista de
Administración Pública, 151, págs. 9-30.

PÉREZ PÉREZ, Luis (2004): Derecho Administrativo, Madrid, CEPC.

Si se citan dos o más obras de un determinado autor publicadas en el mismo año, se
distinguirán por medio de una letra. Ejemplo: PÉREZ PÉREZ, Luis (2005a) y PÉREZ
PÉREZ, Luis (2005b).

b) Notas a pie de página. Todas las notas irán a pie de página, numeradas mediante ca-
racteres arábigos y en formato superíndice. Tras la primera referencia bibliográfica com-
pleta, sólo se incluirá su forma abreviada. Ejemplo: PÉREZ PÉREZ, Luis (2005): 90.

5. Reseñas de libros. La Revista de Administración Pública acepta sugerencias sobre libros
para su recensión, cuya extensión no podrá superar las 5 páginas.

6. Proceso de publicación. La Revista de Administración Pública decidirá, a través de su
Consejo de Redacción, la publicación de los trabajos requiriendo, en los casos en los que lo
considere necesario, informes de evaluadores externos anónimos. Los autores de artículos
aceptados para publicación podrán ser requeridos para la corrección de pruebas de im-
prenta, que habrán de ser devueltas en el plazo de 5 días. No se permitirá la introducción
de cambios sustanciales en las pruebas, quedando éstos limitados a la corrección de erro-
res con respecto a la versión aceptada.

7. Copyright. El autor o los autores ceden a la Revista, en exclusiva, los derechos de repro-
ducción en revistas científicas de los textos admitidos.

8. Advertencia. Cualquier incumplimiento de las presentes Normas constituirá motivo para el
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